
"LA LIBERTAD ACADÉMICA 
ENTRE TELARAÑA JUDICIAL" 

Pedro Agustín Díaz Arenas 
Profesor titular Universidad Nacional 

'Tengo la esperanza de que V.E.. no 
crea que este proceso que examino y 
denuncio, se cierra con las decisiones 
autoritarias de los funcionarios en 
que se reúnen, circunsiancialmente, 
una máxima cantidad de poder re­
presivo con una mínima autoridad 
académica". 

(Antonio García, Bogotá, enero 31 de 1973). 
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E s propio de las sociedades con un sistema legal consistente y 
con una cultura jurídica desarrollada, el análisis crítico del 
acervo jurisprudencial y de sus correlativas líneas doctrina­

les. Esto es posible porque las facultades de derecho cumplen con 
la función académica de hacer ciencia jurídica y no se circunscriben 
a reproducir rutinas judiciales o a repetir pronunciamiento incon­
sistentes y veleidosos. r -̂  ./ 

Entre nosotros, por muchos factores, pero principalmente por 
el "magisterio de los magistrados", las facultades de derecho no 
hacen crítica jurisprudencial. Profesores y estudiantes ni siquiera 
piensan en esta posibilidad así sea como ejercicio escolar. Esta la 
razón para que en Colombia no hayamos producido trabajos como 
"The Political of the Judiciary" del inglés J. A, G. Grifñth, o 'Our 
Judicial Oligarchy' del estadunidense Gilbert E. Roe, o 'La Justice 
LTiomme et la Liberté' del francés Casamayor. 

'•'.'..- ' yL 

La complejidad del trabajo por realizar es tal que demanda un 
ingente esfuerzo y sobre todo cambio de actitudes frente al derecho 
y a su cultivo en nuestras adocenadas facultades. 

La desbordada y compleja problemática de la justicia colombia­
na impone a los académicos abordar investigaciones desde una 
diversidad de perspectivas y con variedad de métodos. 

En el presente caso se trata de ver en conjunto la operatividad del 
aparato jurisdiccional en un proceso tutelar, en el que el observador 
era sujeto afectado por la transgresión de un derecho fundamental. 

1 . E L M É T O D O 
. 1T . 

;. k..' 

., . La participación observación es un método reconocido y tratado 
en los manuales de metodología de las ciencias sociales. 
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Para M. Duverger dicho método implica que el observador se 
mezcla, en diverso grado en la vida del grupo y hace parte de sus 
actividades. "Esta participación es a veces pasiva, pues ella se li­
mita al rol de espectador. Pero un espectador que, por fuerza de las 
circunstancias se inserta en el espectáculo, que se encuentra en el 
escenario entre los actores. En otras ocasiones la participación es 
más activa. A este respecto se pueden distinguir dos situaciones. O 
bien -es un observador exterior al grupo, que se mezcla a su vida a 
efecto de llevar a cabo la observación; o ya, es un miembro del grupo 
que se esfuerza por adquirir la calidad de observador desdoblándose 
hasta cierto punto. Aunque las dos situaciones a veces se confunden, 
se debe distinguir entre un observador- participante y un participan­
te-observador. (Maurice Duverger, Methodes des Sciences Sociales. 
Presses Universitaires de France, París, 1961, p. 297). 

En nuestro caso, podemos optar porque el sujeto investigador 
es un participante-observador, a quien identificaremos en el pre­
sente texto con esta denominación, puesto que habiendo sido vícti­
ma de la violación de un derecho fundamental, recurre en ejercicio 
de acción de tutela ante el aparato jurisdiccional tanto movido por 
su interés personal como para realizar un proyecto académico in-
vestigativo. Así su carácter de participante deriva de ser actor y 
litigante en causa propia y su carácter de observador de estar rea­
lizando actividades académico-investigativas sobre la operancia de 
la administración de justicia. .:. ^ ,?::• ^ • 

Planteado así el proyecto investigativo, resalta por una parte 
lo vivencial del método y, por otra, su complejidad. "Este es un 
método en profundidad, observa Duverger, pero supone una gran 
delicadeza, comprensión e intuición. Su aplicación resulta eviden­
temente difícil. Además los resultados en apariencia, pueden ser 
menos rigurosos, pues la mayor parte de los datos escapan a la s. 
cuantificación" (M. Duverger, ob. cit. p. 301). 

< Para R. Pinto y M. Grawits la observación sobre el terreno 
comprensivamente es muy positiva porque le permite al investiga­
dor percibir mejor el conjunto y tener una percepción más apropia­
da y profunda que si recurre a otros métodos que segmentan y 
cuantifican los procesos (Roger Pinto Madelein Grawits, Methodes 
des Sciences Sociales, Dalloz, París, 1964). 
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> No es del caso transcribir aquí, lo que suelen ser los aspectos 
técnicos de aplicación de este método que suelen estar descritos en 
los manuales de metodología de las ciencias sociales. 

,J . • > • • • •w.- j 

Parece que resulta más provechoso al investigador que recurre a 
este método, conocer la descripción que de su vivencia participativa 
han hecho notables sociólogos u antropólogos. Se citan al respecto el 
trabajo que con los campesinos de Saucio hiciera el profesor Orlando 
Fals Borda, así como los famosos trabajos (Los Hijos de Sánchez, Una 
Muerte en la Familia) del antropólogo Osear Lewis en México. , . 

Evidentemente el caso que corresponde describir tiene peculia­
ridades y dificultades propias. 

Se t ra ta de un participante que tiene un interés personal, no 
supuesto sino muy real. . 

Su inserción consiste en vincularse en un proceso burocrático 
jurisdiccional. ; ... ., 

El proceso está sujeto a un período muy corto (sujeto a los 
términos jurisdiccionales) y debe ser considerado la primera etapa 
de un proyecto que debe ser complementado con otros métodos. 

Esta participación tiene también rasgos del método experimen­
tal (Tribunal Administrativo de Cundinamarca y Consejo de Esta­
do en función de laboratorios) y del hermenéutico (análisis de 
providencias). - -v , • 

2 . P R O B L E M A S M E T O D O L Ó G I C O S > 

A partir de los aspectos valorativos (fidelidad y validez) que 
impone la participación-observación, exEuninaremos los que a 
nuestro parecer fueron los problemas mas relievantes: 

2.1. L o g r a r la obje t iv idad. Puesto que el participante-obser­
vador tiene directo interés en que el proceso culmine en un fallo 
favorable, entre otras razones por sus pretensiones económicas, psi­
cológicamente se pusieron en juego razonamientos equilibrantes. 

Ante todo, se asume el proceso con la claridad opcional de que 
profesionalmente resulta más positiva una oportunidad investiga-
tiva para un profesor dedicado de lleno a la academia en la Univer-
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sidad Nacional que lograr un reintegro a una escuela de derecho 
de segundo orden en pésimas condiciones remunerativas. 

Luego en la etapa definitoria del proceso se pidió que no se 
decretara indemnización ni reintegro si ello obstaculiza tutelar al 
peticionario. Aunque la investigación adelantada conlleva aprecia­
ciones y calificaciones por parte del participante observador que 
pueden afectar la objetividad del trabajo, de todos modos queda un 
acervo de datos articulados en un caso judicial, susceptible de ser 
valorados e interpretados por otros analistas. 

2.2. M a n t e n e r la aseps ia e x p e r i m e n t a l . La participación 
observación en el terreno de lo socio jurídico tiene limitaciones 
cuando el investigador para insertarse en el grupo debe asimilar 
la condición de los demás. No habría problema si para estudiar una 
situación socio laboral el participante asume la condición de obrero. 
Pero no seria posible en materia criminal que el investigador co­
metiera un delito con propósito de asimilación al grupo de los ho­
micidas, por ejemplo. 

En nuestro caso, existen dos posibilidades. O el proceso se tra­
mitan recurriendo a los que en el litigio son usos corrientes pero 
sin contravenir acentuadamente la ética (infracciones graves) y 
menos sin llegar a lo delictivo. O se asume el caso dentro de las 
pautas de la experimentación, lo que impone que el caso se desa­
rrolle dentro de una ambientación depurada como en laboratorio. 

Se optó por lo segundo, esto es, se tramitó el caso como lo hace 
tm profesor que describe idealmente a sus alunuios qué es un pro­
ceso. Por consiguiente se evitó como principio "hablar con los ma­
gistrados". Aunque el procedimiento entre nosotros es primor-
dialmente escrito, el uso judicial impone una oralidad parajudicial 
como conditio sine qua non para que prospere la litis. Estimo que 
al paraoraUdad cumple dos funciones. Permite a los funcionarios 

, judiciales "conocer mejor el caso" por razones de limitaciones com­
prensivas de lo escrito (analfabetismo funcional) y como mecanis-

" mo de obtener provecho personal, en diversos grados y con varias 
modalidades, de sus decisiones jurisdiccionales. \. 

El participante observador se abstuvo de tener conversación al­
guna con los magistrados que conocieron el caso, y con sus auxiliares. 

."f-
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2.3. S u p e r a r el peso de lo for tu i to . En metodología de la 
investigación se recomienda cumplir una fase explorativa a efecto 
de que lo estudiado resulte viable, representativo y aprehensible. 
Quienes han hecho trabajos de observación sobre el terreno han 
preescogido un universo investigable a efecto de cumplir con aque­
llos requisitos. Osear Lewis, por ejemplo para estudiar la cultura 
de la pobreza, escogió del sector de Bella Vista en ciudad de México, 
preseleccionó setenta familias antes que dejara al azar optar por 
la familia Sánchez. 
I 

En nuestro caso, por lo mismo que jurídica o éticamente no es 
posible provocar artificialmente un conflicto para tener un caso aca-
démico-investigativo, el participante-observador está sujeto al alea de 
que le ocurra algo desafortunado en lo personal, pero positivo profe­
sionalmente. Para el académico colombiano no es extraño que le ocu­
rra ser víctima de ilícitos penales, laborales, administrativos, etc. 

Afortunadamente en el caso que estudiamos, por corresponder 
a una acción de tutela fue posible escoger entre las vsirias vías 
jurisdiccionales y se optó por la de lo contencioso-administrativo. 

Se podría pensau* que siendo el investigador un abogado tendría 
la posibilidad de asumir un caso como apoderado. Sin embargo, se 
observa que se afecta el carácter directamente vivencial de este 
método y además no seria correcto hacerle correr altos riesgos al 
interesado por manejar la litis con criterio academicista. Esto no 
quiere decir que el conocimiento de los litigantes sea despreciable 
para estudiar los problemas de la administración de justicia, sino 
que se trataría ya de seguir otro método investigativo, como por 
ejemplo la encuesta. , 

Así el aprovechamiento de lo fortuito significa, para quien es 
académico por profesión, disponerse mentalmente y prepararse lo-
gísticamente para insertarse repentinamente en un mundo que 
conoce teóricamente. En el caso que se describe el participante-ob­
servador hacia más de veinte años se había alejado de la adminis­
tración de justicia, desde cuando había sido juez municipal. 

3 . E L M A R C O D E L A S U N T O L I T I G I O S O 
. . . . . , i r : > ^ - • - ' • •' • •'•'• ' • ' ' '• ' ' 

El régimen universitario colombiano dividido en un sector pú­
blico y uno privado, permite a este último una estructuración y 
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operatividad que resulta la negación de lo que en rigor se entiende 
por universidad, en especial en lo que respecta a la condición del 
profesorado. La libertad de enseñanza se ha venido entendiendo 
como la posibilidad que tienen los propietarios de establecimientos 
privados de fundar empresas educativas y concurrir al mercado de 
formación profesional. Por consiguiente la libertad de enseñanza 
-entendida como la libertad de cátedra- no ha tenido un reconoci­
miento institucional ni el amparo estatal o jurisdiccional. En espe­
cial para el profesorado de las facultades de derecho esta situación 
es crítica, por la imbricación entre estas y el aparato jurisdiccional 
que lleva a la magistratura a tener intereses expresados en formas 
docentes, directivas y aún pecuniarias (especie de acciones) en las 
universidades. 

La modalidad preferencial de vinculación laboral (por horas o 
a destajo) posibilita prescindir del profesor que contrarié las opi­
niones políticas o filosóficas de propietarios o directivos. El despido 
es irremediable si el profesor en un acto de suprema osadía se 
atreve a hacer crítica alguna a la manera como se orienta, dirige o 
administra la entidad. Administrativamente no existe instancia 
gubernamental alguna a la que se pueda recurrir (el ICFES está 
bajo control de las universidades privadas) y jurisdiccionalmente 
las "universidades" privadas manipulan la modalidad laboral pre­
caria, para amparar su arbitrariedad con la que conculcan un de­
recho fundamental. Además el conjunto de universidades privadas 
integran una especie de cartel de la educación superior a través del 
cual inciden sobre las autoridades educativas y sobre la adminis­
tración de justicia. ' , *• 

En el presente caso se pretende establecer cómo estas prácticas 
superviven no obstante que la Constitución de 1991 consagra ex­
presamente la libertad de cátedra y su protección cae dentro del 
ámbito de la acción de tutela. .r -^ .;:•': ' ^̂ .• 

4 . H E C H O S 
^l 

4.1. El 14 de agosto de 1992 el Senado de la República convocó 
a un foro universitario para debatir el nuevo régimen de la educa­
ción superior. , 
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A dicho foro concurrió el peuticipante-observador en el que tuvo 
oportunidad de expresar sus opiniones sobre el trato antiacadémico 
e injusto a que está sometido el profesorado de las universidades 
privadas. Esta intervención provocó en el grupo de propietarios y 
directivos de tales "universidades" un profundo disgusto, al punto 
de que estuvo a punto de ser agredido por uno de ellos. 

4.2. El participante, profesor de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de Santo Tomás recibía en el mes de diciembre la 
consabida carta de que el contrato laboral anual terminaba, pero 
sistemáticamente se le revinculaba en el mes de febrero. Lo prime­
ro ocurrió en diciembre de 1992, pero el día 18 de enero recibió otra 
en la que se afirmaba que por "reorganización de la nómina y re­
distribución de la carta académica el contrato no sería renovado". 
Se rompía así una relación laboral de más de 15 años. ^ . , 

* 4.3. Puesto que no había otra razón para que se produjera tal 
despido que la intervención en el foro del Senado, el participante 
observador interpuso una acción de tutela fundamentado en el ar­
tículo 42 del decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de 
la Constitución Nacional. Allí se consagra categóricamente que tal 
acción procede contra los particulares encargados del servicio pvi-
blico de educación cuando infringen la libertad de cátedra (Art. 27 
C.N.) o la libertad de expresión (Art. 20 C.N.) o el debido proceso 
administrativo (Art. 29 C.N.). . ^ 

4.4. Incoada la acción ante el Tribunal Administrativo de Cun­
dinamarca, el magistrado ponente adelanto un exhaustivo trámite 
investigativo, de modo que quedaron plenamente probados los si­
guientes hechos: 

- El rendimiento académico del profesor despedido no solo co­
mo profesor sino como investigador e impulsor de la reforma curri-
cular de la Facultad. ' ' ' ' • 

- La participación y consiguiente incidente en el foro del Senado. 

- La inexistencia de razón académica valedera para el despido, 
puesto que reorganizar la nómina y redistribuir la carga académica 
es algo útil. Tampoco se siguió tramite administrativo alguno, re­
querido para un profesor que la ley ampara con estabilidad laboral. 

Pero es más, los decanos de la Facultad de Derecho y la jefe de 
personal de la universidad confesaron que el profesor habia sido 
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despedido por el método de evaluación empleado (sistema de casos), 
lo cual evidentemente hace parte de la libertad de cátedra. Aunque 
este hecho no fue invocado en la demanda si se adujo dentro del 
proceso por los demandados, reconociendo su crasa ignorancia de 
los derechos fundamentales. 

4.5. Aunque el acervo probatorio era contundente, la sala del 
Tribunal produjo un fallo prácticamente inhibitorio. Desde el punto 
de vista procesal el trámite ante el Tribunal resultó impecable en 
cuanto a cumplimiento de términos, levsmtamiento probatorio y 
diligencia en las actuaciones. ' • "* . 

'4 .6 . Impugnada la providencia ante el Consejo de Estado, se 
fundamentó el recurso en el hecho que no se había producido un 
pronunciamiento de fondo. El Consejo antes de decidir tuvo que 
pronunciar sobre dos declaratorias de impedimento de parte de dos 
profesores de la Universidad Santo Tomás que consideraban que 
su vinculación laboral y afectiva con la institución les impedia ser 
juzgados. En Consejo rechazo la pretensión y luego sí falló confir­
mando la sentencia del Tribunal Administrativo. Aunque el Conse­
jo de Estado no cumplió los términos, el fallo no fue en extremos 
extemporáneo. - ' 

4.7. Por contrariar la lógica jurídica y por haber sido un fallo 
fundado en disposición derogada, el participante observador acudió 
a la Corte Constitucional y a la Defensoría del Pueblo, a efecto de 
que la providencia fuera revisada. En ninguno de los dos casos tuvo 
éxito. ..:-. . . ,,. j 

5 . C O N T E M D O D E L A S P R O V I D E N C I A S 
. . . - • - * • , • - . . ' ^ 

Presentaremos y analizaremos someramente las dos senten­
cias y las dos decisiones administrativas mencionadas. 

5.1. L a s e n t e n c i a de l T r i b u n a l Admin i s t r a t ivo . ' -

- Este fallo en su forma reproduce una común sentencia colom­
biana, puesto que le da prelación a lo procesal sobre lo sustancial; 
se explaya en lo descriptivo en perjuicio de lo analítico; da cabida 
a la arbitrariedad exegética. •̂ 

- Su contenido se fundamenta en afirmar que el demandante 
de tutela tiene otra vía que es la laboral puesto que había un con-
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t rato de trabajo. En concreto se cita el artículo 6 del decreto 2591, 
en su numeral 1 que consagra la procedencia de la acción de tutela 
cuando no existan otros recursos o medios de defensa judicial. Pero 
el Tribunal ignora olímpicamente que la misma disposición esta­
blece que "la inexistencia de dichos medios será apreciada en con­
creto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias que se 
encuentra el solicitante". Nada de esto es considerado. Elude así el 
Tribunal pronunciarse sobre la esencia de la demanda en que se 
aducía cómo a través de la modalidad contractual a término anual, 
las universidades conculcan la libertad de cátedra. Y el caso sub-
judice correspondía a una de estas situaciones dado el conjunto de 
hechos que lo conforman. El contrato de trabajo aquí ciertamente 
no es una garantía jurídica para la libertad de cátedra, sino un eficaz 
medio para transgredirla. De esta manera recurriendo a una fórmula 
mecánica el Tribunal se deshace de un caso sin resolver lo planteado, 
suponiendo el Código Laboral a la Constitución Nacional. •* 

Desde el punto de vista lógica no propiamente la jurídica sino 
la básica el citado fallo corresponde más al nivel del formulismo 
sacramental pre-romamo que a la lógica del siglo XVI. La fórmula 
que en el caso se invoca es una frase del magistrado Libardo Ro­
dríguez que a la letra reza: "en esas circunstancias, para la sala es 
claro que la acción intentada no puede prosperar porque es eviden--
te que para lograr su objetivo los accionistas tienen otros recursos 

.̂ o medios de defensa judiciales..." Esta no es una cita con que cul­
mina todo un análisis de pruebas y el refuerzo jurisprudencial -ar­
gumento de autoridad- en que se apoya una reflexión jurídica 
estructurada y coherente sino una invocación hierática. 

Recordemos que Descartes señalaba como tercera regla del mé- • 
todo racional, conducir ordenadamente el pensamiento, empezan­
do por lo más simple y fácil para ir ascendiendo gradualmente 
hasta el conocimiento de lo más complejo. En contraposición con 
este proceder, el Tribunal reduce lo compuesto o complejo a lo sin­
gular o simple. En la lógica rural los campesinos llaman este re­
curso "desmontarse por las orejas". " _ - ' ^ 

Pero algo más absurdo para los señores magistrados es captar 
la recomendación con que Descartes termina esa tercera regla ló­
gica: en el proceso de lo simple a lo complejo "incluso suponer un 
orden entre lo que no se precede naturalmente". Obviamente se 
t ra ta de una suposición metódica -planteada en la demanda con 
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grave indicio- que debia ser establecida lógicamente. La relación 
entre la intervención en el foro en el mes de agosto y el despido en 
diciembre no le produjo al Tribunal ni siquiera curiosidad. 

5.2. L a s e n t e n c i a del Consejo d e Es t ado . El Consejo en 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo con sentencia firmada 
por 19 magistrados confirmó la providencia proferida por su subor­
dinado Tribunal. Formalmente ese documento contiene 13 páginas 
así asignadas: 3 a formulismos de encabezamiento y terminación, J 
incluidas las 19 firmas: 6 a un resumen de lo actuado; 4 a conside­
raciones, análisis y decisión. De estas 4 páginas 2 están dedicadas 
a establecer que la acción es procedente, a decidir que se tiene la 
vía laboral y a confirmar el fallo del Tribunal. En conclusión se 
destinaron 2 páginas (unos 40 renglones) al análisis del caso. 

El contenido de la providencia se reduce a definir qué entiende 
el Consejo por libertad de cátedra, con base en el artículo 10 del 
decreto 80 de 1980 y afirmar, sin análisis probatorio, que en autos 
no está demostrada tal transgresión. El texto del invocado artículo 
10 reza así: "se entiende por libertad de cátedra la discrecionalidad 
que tiene el docente para exponer según su leal saber y entender y 
ceñido a los métodos científicos, los conocimientos de su especiali­
dad y la que reconoce al alumno controvertir dichas exposiciones 
dentro de los presupuestos académicos". 

Se deja la impresión que se recurre a esta definición para de­
sechar cualquier otro concepto (citados en la demanda) sobre liber­
tad de cátedra. 

• • • 

Ante todo observamos que el citado artículo estaba derogado 
en el momento en que la universidad cometió el acto transgresor, 
esto es, despidió al profesor, como cuando se dictó sentencia. Y la 
derogatoria era tanto constitucional como legal. En efecto el Con­
sejo de Estado debia saber que la nueva Constitución, desde julio 
de 1991, había diferenciado entre libertad de cátedra y libertad de 
aprendizaje. Estos dos derechos con diferentes sujetos y alcances, 
confundidos por el artículo 10 del decreto 80, fueron categorizados 
netamente en su artículo 27, con las denominaciones de libertad de 
enseñanza y libertad de aprendizaje. Y también debia saber el Con­
sejo de Estado, más si se tiene en cuenta que la mayoría de los 
magistrados son profesores universitarios, que la Ley 30 de 1992 
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derogó expresamente el decreto 80 de 1980, según se puede leer en 
su artículo 144. 

Pero se podría pensar el Consejo tomo dicho artículo como un 
simple referente. No. Lo asumió como la "perspectiva para examinar 
los fundamentos de hecho que sirven de fundamento al peticionario". 

La falsa lógica de la providencia pretende que la parte define 
el todo, a contrapelo de la cuarta regla cartesiana que propugna 
por la síntesis, en totalidades integrales. Lo que se observa en la 
sentencia es una enumeración de eventos que si no alcanzan a ser 
un resumen mucho menos una síntesis. Por consiguiente el pro­
nunciamiento no versa sobre un suceso (concatenación de hechos 
y conductas circunstanciadas) sino que toma tres eventos que no 
correlaciona ni contextualiza. Es como si un juicio histórico sobre 
la revolución francesa se redujera a la decapitación del rey o a la 
toma de la Bastilla. - ' t- .̂ , 

El concepto que se tiene del derecho adolece de similar limita­
ción. En esta providencia el derecho no es un sistema regido por 
principio y articulado normativamente sino una compilación jux-
tapuesta de artículos e incisos, de la que se toma mecánicamente 
uno de estos (derogado por demás) para aplicarlo a un acto, en vez 
de juzgar una conducta. El artículo que se extrae de la manga 
togada fue el artículo 10 del Decreto 80 a fin de no tutelar un 
derecho fundamental. La rigidez normatológica del Consejo le im­
pidió ver que si existe un ilícito y éste no se acomoda a una de las 
categorías -interpretada en forma estrecha- del catálogo de dere­
cho fundamentales, podría tipificarse en otra, como la libertad de 
expresión. No obstante que en la demanda se invocó expresamente 
este derecho, el Consejo de Estado no lo consideró en ningún mo­
mento. Se revela una vez más un proceder caprichoso y arbitrario, 
por los encargados de administrar justicia. . . . . 

5.3. L a n e g a t i v a d e revis ión p o r la Cor t e Cons t i tuc iona l . 
Ante el cúmulo de aberraciones e impropiedades jurídicas produ­
cidas, el participante observador, decidió pedir a la Corte Consti­
tucional la revisión de la sentencia del Consejo de Estado. En un 
alegato muy suscinto fundamentalmente se adujo que la providen­
cia se habia basado en una norma derogada. Sin embargo esta 
razón no fue suficiente y el participante observador recibió una 
lacónica comunicación suscrita por el presidente de la Corte en la 
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que se notificaba que mediante auto de 18 de junio de 1993 profe­
rido por la Sala de Selección el expediente No. T 15643 no había 
sido seleccionado. 

Según la Constitución vigente en su artículo 68 la revisión de 
la Corte es eventual. Puesto que esa eventuEdidad no depende del 
azar deben existir criterios de revisión. Lo cierto es que acto tan 
contrario a derecho como deducir un asunto con base en una dis­
posición derogada, no le pareció a la Corte razón suficiente. En 
cambio sí cuando están en juego grandes intereses, como los de las 
programadoras de TV, el hecho motiva a la Corte. Se afirma que es 
indispensable hacer un "intenso lobby" para que un asunto sea 
revisado, pero una vez más el participante observador se abstuvo 
de recurrir a estas prácticas paraprocesales. 

5.4. L a nega t i va del Defensor del P u e b l o a so l ic i ta r la 
r ev i s ión . Oportunamente el participante-observador recurrió al 
Defensor del Pueblo para que de acuerdo con la atribución que le 
confiere el artículo 282 No. 3 solicitará la revisión. De igual manera 
se invocó la razón de que se había habido un pronunciamiento sobre 
un derecho fundamental aplicando una norma derogada. Esta ra­
zón, además del hecho de las degradadas condiciones a que esta 
sometido el sector del pueblo colombiano dedicado a la docencia, no 
convenció a la Defensoría del Pueblo para pedir la revisión. Para 
estos funcionsQ'ios nada significa la prescripción constitucional que 
"garantiza la profesionalización y dignificación de la actividad do­
cente" (Art. 68). Por el contrarío asumiendo funciones jurisdiccio­
nales que no le corresponden, la Defensoría asimiló el papel de juez 
laboral y evaluador académico. « » i : - * " 

A diferencia de los anteríores pronunciamientos en que se re­
conoció que el p£ui;icipante-observador tema la vía laboral, la De­
fensoría del Pueblo decidió asumir el estudio de la relación 
contractual y fallar en el sentido de que la universidad había pro­
cedido segiin la legislación del trabajo. Con estos defensores, el 
pueblo colombiano no requiere de enemigos. Menos mal que en la 
evaluación académica que hiciera la directora nacional de recursos 
y acciones judiciales se reconoció que el participante-observador 
"ha colaborado en gran medida en la formación de varias genera­
ciones de abogados". De esta dependencia de la Defensoría del Pue­
blo se afirma positivamente que no es permeable al tráfico de 
influencia, pero que su idea del derecho es mecanicista y normato-
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lógfica, lo cual es fatal si se t ra ta de los derechos fundamentales. La 
Defensoría del Pueblo que tiene por función constitucional "divul­
gar los derechos fundamentales y recomendar las políticas para su 
enseñanza" debería empezar por dictarse un curso a sí misma. 

6. T U T E L A Y E L D E R E C H O F U N D A M E N T A L ' 
A LA L I B E R T A D D E C Á T E D R A 

Habiendo descrito el proceso vivido y expresado las impresio­
nes que cada instancia dejo en el participante-observador analiza­
remos el concepto y actitudes observadas con respecto al derecho 
fundamental de libertad de cátedra. - ••̂ - • ,••:;; - ; 

6.1. L a emboza l ada l i be r t ad de c á t e d r a . Es axioma jurídi­
co que la universalidad de actos, conductas, situaciones, modalida­
des, medios y circunstancias cubiertos por el derecho, se formulan 
de diversas maneras dependiendo de su naturaleza y alcances. .A.sí, 
las formulaciones del derecho penal difieren de las del civil o del 
laboral. Afortiori, los criterios interpretativos no se confunden. Por 
ejemplo: in dubio proreo en lo penal y el onus probandi en lo civil. 

Pero si esto es cierto en relación con el derecho en general, en 
cuanto al derecho constitucional el problema es más complejo por­
que sus componentes estructurales se diferencian substancialmen-
te en contenido y formulación. « 

En efecto no puede abordarse con los mismos criterios el 
preámbulo (enunciativo) que el esquema organizativo (descriptivo) 
o la declaración de derechos (categorizante). Ahora bien, una carta 
de derechos fundamentales categoriza valores jurídico-políticos, 
con un alto grado de abstracción y amplísima proyección. Así se 
proceda de categorias genéricas (la libertad, por ejemplo a subca-
tegorias (la libertad de cultos o de cátedra), de todos modos estas 
siguen siendo abstracciones referentes a esferas de sujetos y acti­
vidades, pero en extremo ajenas a restricciones de circunstancias, 
formas, medios y modalidades. Es así como si se garantiza el dere­
cho a la vida no se puede restringir a circunstancia (de noche o de 
día) a medios (las armas de fuego) a modos (por sofocación). Lo 
contrario podria ser una parodia de los derechos fundamentales, 
como garantizar la libertad de prensa pero en un idioma muerto 
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(el sánscrito) o el derecho a manifestarse en lugar despoblado (en 
el parque de El Salitre). _ . ^^,.. 

Por consiguiente la libertad de cátedra no es susceptible de que, 
en reglamento o por vida jurisprudencial se restrinja a la hora de 
clase, en el salón asignado y sobre los temas del programa aprobado 
por la universidad. .̂  

Por todo lo anterior es inconcebible que el Consejo de Estado 
haya reducido la transgresión a la libertad de cátedra a "que el 
centro educativo imperativamente señale al docente directrices 
que de algún modo se traducen en conductas limitantes". Sólo le 
faltó en la desafortunada providencia exigir que sólo se violaría tal 
libertad cuando la institución expresa por escrito tales limitacio­
nes, aunque para efectos probatorios esta implícita tal exigencia. 
No se necesita ser un redomado jurista para entender que son ';]' 
innumerables las formas y medios -directos e indirectos-, burdos 
o sutiles, coercitivos o intimidantes, etc., con que se pueden atentar 
contra tan categórica libertad. Por ningún respecto se puede t ra tar 
un derecho fundamental con los mismos criterios con los que se 
regla un código de policía. Mientras es posible que la infracción 
"ruido en vecindario" se condicione a las altas horas de la noche y 
a ciertos decibeles, la libertad de cátedra se ahogaría entre tales 
cortapisas. v. «i», 

Pero aún más, la interpretación que se hace del artículo 10 
desborda la más veleidosa exégesis. El Consejo de Estado infiere 
que cuando el artículo 10 dice que la libertad de cátedra es la 
discrecionalidad que tiene el docente para exponer los conocimiento 
de su especialidad, esto quiere decir que sólo se transgrede este 
derecho cuando "el centro educativo imperativamente señala al 
docente directrices que de algún modo se traducen en conductas , 
limitantes a la discrecionalidad que le asiste para exponer". Pre­
tender que discrecionalidad expositiva equivale a no recibir direc­
trices es confundir una facultad con un proceder; es reconocer la 
trasgresión apriorística (literalmente: por lo que precede) como 
única posibilidad contra jure. . '*̂ ' 

Resulta esto tan descabellado como decir que únicamente se 
atenta contra el derecho a la vida cuando se impide nacer, siendo 
irrelevante lo que le ocurra con posterioridad al ser nacido. Según ^ . 
este criterio Torquemada no violó la libertad de expresión porque 
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no solía preimponer criterios a sus víctimas sino que simplemente 
las torturaba después de que hablaban heréticamente. 

6.2 Los p r o v i d e n c i a l e s sof ismas. Hasta ahora la crítica a 
las providencias corresponden a diferencia de opiniones con respec­
to a las del participante-observador. Sin embargo en aquellas se 
descubren no solo simples impropiedades lógicas o incurias jurídi­
cas sino intenciones proclives. 

6.2.1 La aplicación de una norma derogada es un hecho de 
culpa grave por parte de quienes están investidos de la máxima 
autoridad para administrar justicia 

Si al común de los ciudadanos se les exige el conocimiento de 
la Ley, ¿cuál no será la exigencia para los consejeros de Estado? 

Pero si, partiendo de la buena fe, la conducta de los señores 
consejeros se puede atribuir a ignorancia, no ocurre lo mismo con 
la Corte Constitucional (presidente y Sala de Selección No. 4) a 
quien expresamente el pauticipante-observador puso al corriente 
del entuerto jurídico y sin embargo no le dio trascendencia. Siendo 
la Corte Constitucional el ente estatal al que le está "confiada la 
guarda e integridad de la Constitución" su conducta cae dentro de 
la máxima responsabilidad pública y la tipificación penal. Lo mis­
mo ocurre con la Defensoría del Pueblo (defensor del pueblo y di­
rectora nacional de recursos y acciones judiciales) quienes deben 
velar por la promoción, el ejercicio y la divulgación de los derechos 
humanos. No puede ser posible que estos funcionarios cohonesten 
un concepto de libertad de cátedra derogado constitucional y legal-
mente, como se demostró. Téngase presente que el artículo 278 de la 
Constitución Nacional establece la "desvinculación del cargo del fun-
cionarío que infrinja de manera manifiesta la Constitución o la Ley". 
Y a su tumo el código penal prescribe: "el empleado oficial que profiera 
resolución o dictamen manifiestamente contraríos a la Ley, incurrirá 
en prísión de uno (1) a cinco (5) años e interdicción de derechos y 
funciones públicas hasta por el mismo término" (Art. 149). 

6.2.2 Según el Código Penal comete falsedad ideológica en do­
cumentos. 

, ' - ^ ^ - . • - , . . , . . . • . 

"El empleado oficial que en ejercicio de sus funciones, al exten­
der documento público que pueda servir de prueba consigne una 
falsedad o calle total o parcialmente la verdad..." Pues bien, el 
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Consejo de Estado en su providencia afirmó que "la amenaza o 
violación al derecho a la libertad de cátedra implicaría que en de­
sarrollo de la actividad propia de la docencia, el centro educativo 
imperativamente señalará al docente directrices que de algún mo­
do se tradujera en conductas limitantes a la discrecionalidad que 
asiste al docente para exponer los conocimientos de su especialidad 
a los educandos, situación que en el sub-lite no esta demostrada". 
Aquí se incurre en falsedad puesto que en declaración los decanos 
Joaquín Zabalza y Jairo Medina afirmaron que el profesor fue des­
pedido entre otras razones por el método evaluativo empleado, 

Pero por sobre todo la jefe de personal certificó que al profesor 
le fue cancelado el contrato por el inadecuado método de evaluación 
en perjuicio de estos (los estudiantes) y a f>esar de todas las indi­
caciones al respecto dadas por la universidad a sus profesores". 
Todo lo anterior figura en el expediente, pero el Consejo de Estado 
no lo examinó, sino que se limita a decir paladídamente que no 
había ninguna prueba. Simple y llanamente se incurrió en falsedad 
ideológica documental, no obstante que en alegato presentado opor­
tunamente al Consejo de Estado se hizo explícito este hecho de 
transgreción de la discrecionalidad del profesor que aplicaba el 
método evaluativo conocido como de casos. 

Se agrega que el código penal es más severo ante esta trans-
-í'̂  gresión que por lo anterior, en cugmto establece una pena de 3 a 10 

años de prisión. < • • . • • . . . . < •.. . < , 

6.2.3 El prevaricato por omisión esta tipificado como la con­
ducta del empleado oficial que omita, rehuse, retarde o deniege un 
acto propio de sus funciones (Art. 150 del Código Penal). 

Ahora bien, esta figura nos sirve para incluir dentro de ella no 
la denegación de un acto, porque la sentencia se produjo, sino para 
enmarcar dentro de lo indebido (si no delito, al menos falta disci-

• ' plinaria) el hecho de que tanto la sección II, subsección B del Tri­
bunal Administrativo de Cundinamarca como la Sala Plena de la 
Contencioso Administrativo denegaron justicia al no considerar la 
libertad de expresión. En efecto dentro del petitum se planteó tanto 
la violación a libertad de cátedra (Art. 27) como a la libre expresión 
(Art. 20). Si se produjo un acto contra jure y se excluye, por inter­
pretación estrecha, que se tipifica dentro de la libertad de cátedra, 
quedaba la posibilidad de que se hubiese transgredido el derecho 
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a la libre expresión que de por si cubre un ámbito más amplio. Sin 
embargo sistemáticamente se eludió este análisis y correspondien­
te pronunciamiento. Les bastó a los supremos jueces desechar con 
ligereza la libertad de cátedra y permitir la libre expresión, para 
absolver a la universidad. Ciertamente la sensación para el ciuda­
dano es de que ha sido burlado. -' . , .̂  

. y^j ^-n " I _ t> • -.7Í-V * . • , ' # ' • * - . • : . - . ' , > . * ^ 
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7. L A I N T E R P R E T A C I Ó N S O C I O - J U D I C L A L 

La naturaleza sociojurídica del caso en estudio, nos lleva en 
este momento a buscar explicación a esa abierta contradicción en­
tre un derecho planteado y sustentado y una coincidencia y arbi­
traria negativa burocrático-jurisdiccional a reconocerlo. No es que 

-' el participante-observador considere que su derecho es incontro­
vertible y que en términos absolutos es acreedor a un pronuncia­
miento tutelar favorable. En otros términos, se esta dispuesto a ser 
vencido en juicio, siempre y cuando esto ocurra respetando los ele­
mentales principios del derecho y con rectitud meridiana. Puesto 
que este es un trabajo que se desarrolla en una primera etapa 
exploratoria, expondremos cuatro hipótesis: 

7.1. El r e c h a z o a la tu te la . Es fácilmente constatable el de­
sacuerdo con la acción de tutela, tal como esta consagrada, por parte 
de la cúpula del aparato jurísdiccional y de sus altos miembros. Esta 
actitud la registré en una obra recientemente aparecida sobre la ac­
tual constitución y ha sido identificado en los medios periodísticos. 

Para la periodista Silvia Galvis la instauración de la acción de 
tutela atizó el fuego de la rivalidad entre el Consejo de Estado y la 
Corte Constitucional, según la cual las sentencias del Consejo ya 
no son la última instancia sino que se puede pedir tutela contra sus 
fallos. Esa situación de competencia, dicen los que saben tuvo el 
efecto -entendible pero discutible- de que a los magistrados del 
Consejo no les gusta la tutela" (El Espectador, abril 12 de 1993). 

Siendo las supremas instancieis judiciales una organización en 
extremo burocratizada y celosa de un status político y social, la 
acción de tutela rompe con rutinas procesalistas y desborda una 
ciencia jurídica normatológica (sin teoría) y parcelada (no propia­
mente especializada). 

- . 1 

217 
I!. 

'yP 



El aumento del número de expedientes, el tener que estudiar 
otras áreas del derecho aparte de la patrimonializada, lo perentorio 
de los términos, son ciertamente factores que molestan a los seño­
res magistrados. Por esta razón y ante la posibilidad de repudiar, 
por presión social y política, la acción de tutela, las altas cortes 
apenas la mantienen en estado de sobrevivencia. Produce incerti-
dumbre jurídica en el ciudadano, mucho más que poner en tela de 
juicio el dogma de la cosa juzgada, que estando al despacho ima 
demanda de tutela, aparezcan en primera página los presidentes 
de las supremas cortes declarando que le van a poner fi-eno a la 
tutela. Este vedetismo de los altos magistrados estableciendo ju­
risprudencia periodística hace parte de nuestro subdesarrollo jurí­
dico y no se compadece con la discreción y dignidad de tan altas 
investiduras. 

7.2. L a p o b r e concep tua l i zac ión ju r íd i ca . El derecho es 
tanto elemento de un sistema político como componente de una 
cultura. De esta manera el derecho se desarrolla conceptual y ope­
rativamente en la medida que existe armom'a dinámica entre sis­
tema y cultura. Pero si uno y otro no se conjugan, el derecho entra 
en crisis, como toda la sociedad, pHDrque el orden jurídico se reduce 
a instrumentos legales de coerción. Lo que se llama derecho enton­
ces, en sentido objetivo se convierte en una mecánica normativa y, 
en sentido cognostivo se abre paso a una tecnología empíríca. El re­
sultado es que ese derecho pierde eficacia para el sistema y la "ciencia 
jurídica" se toma en mera normatología, ayuna de teoría. Parodiando 
a Marx diriamos que se vive la miseria de la cultura jurídica. 

Los derechos fundamentales son ante todo expresión de una 
cultura jurídico-política (en Inglaterra no hay c£irta de derechos y 
la Constitución Francesa se limita a invocar en su preámbulo la 
Declaración de Derechos del Hombre) superpuesta al sistema. 

Entre nosotros los derechos fundamentales han sido valores 
ajenos en diverso grado al sistema político, por ser resultado de un 
proceso espúreo de transferencia. Si el derecho a la vida es tan 
menospreciado en Colombia ¿qué se puede esperar para la libertad 
de cátedra? Con altos niveles de analfabetismo orgánico y funcio­
nal, con medios de información intensamente manipulados, con 
universidades de fachada, con un profesorado esquilmado y en ser­
vidumbre, la libertad de cátedra no es percibida ni exigida. .. ¡ 
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Para los señores magistrados, la mayoría de ellos accionistas, 
administradores o profesores decorativos de "universidades" la li­
bertad de cátedra no pasa de ser una frase pau-a hacer discursos en 
homenajes a la grandeza, majestad y dignidad de la justicia. De 
aquí su atrevimiento a que una categoría compleja como la libertad 
de cátedra se pueda reducir a una definición lineal, estrecha, am-\ 
bigüa e instrumentalizante y como si fuera poco, derogada. 

Los perceptivos romanos, quienes no llegaron a las abstraccio­
nes de los derechos fundamentales, advertían "omnis definitio in 
jure civile periculosa est". Con el caótico pluricefalismo de nuestra 
administración de justicia pronto tendremos definiciones jurispru­
denciales en libertad e igualdad, con el peligroso resultado que 
seremos menos libres y más desiguales. Pero para los magistrados-
docentes resulta además cómodo porque será la misma definición 
que dictan a sus alumnos y hacen repetir de menoría el día del 
examen. 

7.3. El peso del ca r t e l de la e d u c a c i ó n p r i vada . Los inte­
reses consolidados del comercio educativo están organizados en 
Colombia como un compacto y avasallante grupo de presión. La 
Asociación Colombiana de Universidades y en buena parte el Ins­
tituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (IC­
FES) han operado con la forma insti tucionalizada de tantos 
intereses y han encamado su personería. Sin embargo lo que ya se 
viene llamando el cartel educativo de Bogotá tiene diversas y efi­
caces formas de actuar. , 

Dentro de la organización de las universidades privadas en 
Colombia, ante todo impera el interés empresarial que se protege 
e impulsa ante las tres ramas del poder público, bajo el encubri­
miento de la libertad de enseñanza. . .. „ 

La legislación educativa en las tres últimas décadas (desde la 
creación del ICFES) ha sido el resultado de la imposición de crite­
rios, estructuras y modalidades por parte de este cartel. El ejecu­
tivo, titular de la inspección y vigilancia de la educación, no ha 
podido ejercer tal función constitucional porque cuando el ministro 
de educación no es un miembro del cartel, lo paralizan. Ejemplo 
significado fue el intento del exdirector del ICFES por establecer 
una especie de veeduria ante los consejos superiores. 
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Si así se actúa frente al legislativo y el ejecutivo, ¿qué no puede 
hacer el cartel dentro de la administración de justicia cuando sus 
intereses están en juego? Cuando se emplea el adverbio "dentro" 
de la justicia, se quiere poner de presente ese maridaje entre ma­
gistratura y universidades, especialmente a través de las faculta­
des de derecho. Basta con decir que la sentencia del Consejo de 
Estado fue suscrita por al menos dos magistrados que han sido no 
solo profesores sino directivos de la Facultad de Derecho de la Uni­
versidad de Santo Tomás. Agregó que el magistrado ponente es 
profesor de la Universidad Extemado de Colombia, cuyo propieta­
rio, ha sido durante largos años, prominente cabeza del cartel. 

Hay que dejar en claro que, no es tanto una condena específica • 
a una de sus entidades asociadas, lo que interesa al cartel, sino que 
se abra un resquecio y se siente un precedente amenazante de sus 
intangibles privilegios y perturbador de su modus operandi. 

Todo esto no puede desligarse de la reacción agresiva del per­
sonaje de autos durante la intervención en el foro del senado. 

Fiesulta al menos sospechoso como el reconocimiento jurispru­
dencial de derechos fundamentales resulta en Colombia depen­
d i e n t e del g r u p o de p r e s i ó n c o r r e s p o n d i e n t e con p o d e r 
económico-político para hacerlo respetar. Así la libertad de prensa, 
los grandes periódicos y programadores, la imponen sin restricción 
alguna. La libertad de enseñanza es sacra para los dueños de cole­
gios y universidades. Pero la libertad de cátedra, no pasa de ser un 
enunciado, para un profesorado universitario desorganizado y ex­
plotado. ^ . . 

¥<• i "•• • 

7.4. La p a r a o r a l i d a d cond i t io s ine q u a non. Ya hemos alu­
dido a las cEu-acterísticas de nuestra praxis procesal que -codifica 
en lo formal, pero permeada por importante componente consuetu­
dinario— opera con usos orales, paralelos, revestidos de ritualidad, 
tales como visitas, almuerzos, reuniones, homenajes, etc. Aún en 
las situaciones más prístinas, hay que cumplir con tales prácticas, 
al menos para quedarle debiendo el favor al juzgado y en recipro­
cidades evitarle leer el expediente. ' 

Ya se dijo que como guía metódica el participante-observador 
evitó con todos los riesgos del caso, recurrir a tales prácticas. Ma­
nifiesto que amigos abogados preocupados por el rumbo de "negocio 
perdido" que llevaba el caso, intentaron organizar un almuerzo con 
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el angelical propósito de que al menos la Corte Constitucional re­
visará la decisión del Consejo de Estado. Pero como aún esto hu­
biera enrarecido el ambiente de laboratorio con que se estaba 
observando nuestra administración de justicia, el participante-in­
vestigador rehuso tal recxurso gastronómico no regulado en nuestro 
derecho procesal. , 

Se desconoce si la contraparte, la Universidad de Santo Tomás, 
a lo largo del proceso adoptó el mismo comportamiento, habida 
cuenta de que siendo centro para la formación de juristas en la 
ciencia del derecho y con sólidos principios éticos, esta compeUda 
a ello. .. , » . 

Lo que si es un hecho es que, como se expreso anteriormente, 
las facultades derecho tienen la gran ventaja de que albergando 
una cuota de magistrados en su seno ni siquiera sus directivos 
tienen que desplazarse a visitar las cortes. Es más, aun pueden 
evitar sugerencias, porque en todo caso esperan de ellos que le sean 

, leales. Mientras no se supere "el magisterio de los magistrados", ni 
la administración de justicia ni las facultades de derecho en Colom­
bia se sanearán. . , 

' • • • < ' • - ' - . j • . 

* • • - ' . ' ' ' . ' • • r . n ' 

8. C O N C L U S I O N E S ' 

Haber escrito el presente te.xto corresponde al propósito de ela­
borar un primer informe y facilitar el conocimiento de un caso a 
investigadores y analistas interesados en estudiar la real operan­
cia de la administración de justicia en Colombia. Por varios factores 
(solidaridad gremial, inhibición en las facultades de derecho, encu­
brimiento mítico, riesgo profesional para los litigantes denuncian­
t e s , e tc) t a n g rave p r o b l e m a es e lud ido como a s u n t o de 
investigación académica, aunque hace parte de la conversación co­
tidiana. ' , . t.. :i t 1 w 

Y aunque el participante-observador considera que este trabajo 
debe ser de mucho más amplio cubrimiento y proyección, lo descri­
to, junto con las piezas procesales adjuntas, constituyen de por si 
un trabajo completo sobre un caso concreto, al menos en una pri­
mera etapa. Estos cortes longitudinales, para utilizar la expresión 
de Osear Lewis, no impiden que se prologue el caso (sometiendo a 
consideración de las autoridades encargadas del control, juzga-
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miento y sanción de las conductas irregulares de los magistrados) y 
que incluso se le haga el seguimiento a otro caso (profesor Osear 
Ramírez vs Universidad Santo Tbmás) que puede ser considerado 
como paralelo y susceptible de ser coincidente en varios de los hechos 
expuestos. Por ahora se concluye con las siguientes observaciones. 

8.1. Es pos ib l e q u e el l ec to r h a y a e n c o n t r a d o q u e h a y 
m u c h o s ju ic ios d e va lor a lo l a rgo de la desc r ipc ión d e los 
h e c h o s y d e los aná l i s i s j u r í d i c o s . Reconocido esto, se pone de 
presente que la participación observación impHca "vivir el objeto" 
lleva a que el participante expresa su subjetividad que no deja de 
tener peso como tal. En otras palabras que lo que sientenimplica "vivir 
el objeto" lleva a que el participante expresa su subjetividad que no 
deja de temer peso como tal. E¿a otras palabras que lo que siente en 
su justicia el participante observador, no deja de tener sentido en otros 
campos de investigación y para otros investigadores. 

No obstante, algunos juicios de valor tienen mucha objetividad, 
pues al fin y al cabo se está trabajando con un objeto (el derecho) 
muy inbuido de "deber ser". En sociedades subdesarroUadas en 
profunda crisis ético-social, el purismo cientifista y los esteticismos 
teóricos han perdido sentido. 

Cuando Osear Lewis produjo "Una Muerte en la Familia Sán­
chez", si bien entró a narrar los hechos un mes después de ocurrido 
el deceso y por consiguiente estaba distante de la "tragedia", sin 
embargo no pudo contenerse y hace un parangón que a muchos 
puede parecer no muy objetivo, pero que encierra un gran signifi­
cado: "Para los pobres la muerte presenta un problema casi tan 
grande como la vida". = T ^ ̂  

8.2. Es n u e s t r o p r o p ó s i t o n o solo r e iv ind i ca r u n d e r e ­
cho f u n d a m e n t a l , según lo que Ihering llamara "la lucha por el 
derecho", sino contribuir a desbrozEU* artilugios institucionaÜzados 
contra jure. La libertad de cátedra o Ubertad de expresión acadé­
mica es contraria a lo que en Colombia se llama "luiiversidad pri­
vada". Sabemos como la preocupación central del cartel univer­
sitario durante el proceso constituyente y luego en su intenso lobby 
en la tramitación de la Ley 30, reorgánica de la educación superior, 
se concentró en reclamar autonomía para sus empresas. De esta 
manera p)otencializan los atributos (usus, fructus y abusus) con que 
los dota la ya de por sí ominosa figTira de la propiedad privada sobre 
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universidades. No es extraño que vigente la Ley 30 la "autonomía" 
haya servido para feriar programas, especular con matrículas y 
practicar ordah'as profesorales. 

La vida no es el único de los derechos fundamentales y en sus 
violaciones no solo incurren los hombres uniformados; o mejor, no 
solo los uniformados de militares. 

8.3. Desdice de la i m p a r c i a l i d a d o u o l impo impo lu to e n 
q u e se s u p o n e a los a l tos t r i b u n a l e s , el que la Corte Constitu­
cional exalte para Contralor General de la República a un pjerso-
naje no solo lego en estas conanjías sino extraído de la más rancia 
estirpe clientelista. Causa incertidumbre entre los llanos deman­
dantes observar al Consejo de Estados dividido entre magistrados 
liberales y conservadores, por causa de una plaza más para el par­
tido de gobierno en el Consejo Nacional Electoral. 

Como de todos es bien sabido que en estos altos tribunales está 
muy bien representado el cartel universitario, resulta al menos 
azaroso para un profesor vulnerado en su derecho a la libertad 
cadémica, recurrir en demanda de protección tutelar. 

.̂  

8.4. FNaesto q u e a c t u a l m e n t e s ignif ica m u c h o p a r a la 
p ro t ecc ión de los de rechos fundamentales la supex^sión inter­
nacional tanto en el abito institucional como civil (Amnistía Inter­
nacional, American Watch), se procederá a someter este caso y otros 
similares a estas instancias. , 

'b' 

223 



k 

f-̂  I ; ; ' 

•..V .>, 

; >; 

\ • - : • » 

; i • , 

. * „ 

. #, * ^ - i . J 

. • ^ . 

í-^v 

*̂ -- .*• --' 

:4 

V' . , 

^ ' i . • • * • . < • ' 

.r-

4« 


